Radicación: 66001 31 09 001 2020 00063 01

Accionante: Nelson Vicente Baquero Sarmiento 

Accionado: Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN 

Decisión: Revoca y tutela petición


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / CARÁCTER FUNDAMENTAL / REQUISITOS / FALTA DE COMPETENCIA DEL DESTINATARIO / REMISIÓN AL QUE SÍ LA TIENE / IMPROCEDENCIA DE PEDIRLE AL INTERESADO QUE DESISTA DE LA PETICIÓN.
Interpretando la Sala los argumentos presentados por el señor Nelson Vicente Baquero Sarmiento en esta ocasión, y entendiendo la informalidad que caracteriza a la acción constitucional de tutela, especialmente porque el aludido ciudadano no formuló una pretensión específica, podemos decir en un inicio que el debate tiene una estrecha relación con la garantía con que contamos todos los ciudadanos de presentar ante las autoridades solicitudes respetuosas y a recibir una respuesta de fondo, clara y congruente; este derecho de tinte fundamental conocido como de petición, es susceptible de amparo en sede de tutela…
En ese orden de ideas, y como lo ha decantado la jurisprudencia, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, que esta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante, y finalmente que la misma sea efectivamente puesta en conocimiento del reclamante. (…)
… verificando el caso en examen, podemos decir que en esta actuación está plenamente demostrado que el señor Nelson Vicente Baquero Sarmiento presentó ante la DIAN Seccional Pereira una solicitud de devolución de saldos, que entre “ires y venires” fue admitida mediante el consecutivo Nro. 1839 del 6 de agosto de 2020, con el antecedente de haber requerido al peticionario desde el mes de marzo de 2020, por intermedio de diversos funcionarios, para que corrigiera su formulario RUT…
… el día 15 de agosto de 2020, una funcionaria de la DIAN, concretamente Erika María Díaz Monsalve, del Grupo de Gestión de Devoluciones, por vía de correo electrónico, en una acción que en sentir de la Colegiatura resulta más bien irregular, le solicitó al accionante que desistiera de su petición…
Para la Sala, el gesto de la funcionaria de la DIAN de ninguna manera se encontró apegado a las normas constitucionales referidas al inicio, y como se sugirió arriba, tiene visos de irregularidad, por cuanto los derechos de petición se caracterizan por ser de carácter unilateral, o sea que obedecen a la voluntad de la persona, por lo que no está muy bien visto que se impulse a quien acude a esta figura, que como ya se dijo tiene rango de derecho fundamental, para desistir de lo pedido, y mucho menos aludiendo una falta de competencia…
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	Procedencia:
	Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira

	Decisión: 
	Revoca y tutela petición


ASUNTO:
Procede la Sala a pronunciarse en torno a la impugnación interpuesta por el señor NELSON VICENTE BAQUERO SARMIENTO, en contra del fallo proferido por el Juzgado 1º Penal del Circuito de esta ciudad el 31 de agosto de 2020, mediante el cual decidió declarar la improcedencia de la solicitud de amparo constitucional deprecada por el recurrente en contra de la DIAN.
ANTECEDENTES:
De lo narrado por el accionante en su escrito introductorio, se puede extraer como relevante lo siguiente: 

El señor Nelson Vicente Baquero Sarmiento se encuentra en la necesidad de obtener por parte de la DIAN la devolución de unos saldos que presenta a su favor. Por tal razón, desde el 11 de marzo de 2020 dio inicio a una serie de gestiones administrativas ante esa Dirección de Impuestos, concretamente en la Seccional de Pereira, donde en esa fecha, presentó los documentos requeridos para el trámite deseado; en esa ocasión, una funcionaria de la entidad le hizo saber que su Registro Único Tributario RUT figuraba en la Dirección Seccional de Tunja, por lo que tenía tan solo dos posibilidades, presentar su solicitud en ese lugar, o proceder a actualizar el RUT. 

Ante la imposibilidad de viajar a Tunja por la pandemia y porque ello le pareció una arbitrariedad, posteriormente, adquirió cita virtual para diligenciar la actualización del RUT, la cual quedó programada para el 21 de julio de 2020, fecha en que realizó el trámite y allegó la información necesaria para ello.
El 30 de julio de 2020 recibió un correo donde le informaron que en el documento diligenciado había un error, porque en el formato 010 faltó poner en el renglón 01 “año 2018”; le dieron el plazo de 1 día para hacer la corrección, lo que en efecto hizo dentro del lapso otorgado. 
El 1º de agosto de 2020 le señalaron por el mismo medio virtual que, por no contar con firma electrónica, debía enviar los Formatos 010, 1220, certificación de la cuenta de ahorros a su nombre y copia de su cédula, todo lo cual allegó el 10 de agosto de 2020. 
El 13 de agosto de 2020 recibió un Email en el que se le indicaba que su solicitud de devolución había sido admitida y que se le había asignado el consecutivo 1839. 

El 15 de agosto de 2020 recibió email en el que una Funcionaria de la DIAN le sugería que desistiera del trámite, nuevamente porque su declaración de renta del año 2018, en la casilla 12 tenía el número 20, que corresponde a la Seccional de Tunja.
Por último, resaltó que sus declaraciones de renta, incluida la de 2018, las ha presentado en Pereira.  
PRETENSIONES:

De conformidad con los hechos narrados atrás, el accionante pidió el amparo de sus derechos fundamentales, pero no elevó ninguna pretensión específica.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
· Admisión: 

El Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación mediante auto del 24 de agosto de 2020, en el que ordenó la notificación y traslado del libelo petitorio a la DIAN.
· Intervenciones:

Dentro del término de traslado se pronunciaron ambas entidades en los siguientes términos: 
La Dra. Gilma Adriana Salazar Quevedo, apoderada de la DIAN: manifestó que la presente acción de tutela debía ser declarada improcedente, por cuanto además de no haber vulnerado los derechos fundamentales invocados por el accionante, en la legislación colombiana se ha previsto un procedimiento aplicable al caso del accionante. 
Refiriéndose al caso concreto, refirió que la funcionaria de la DIAN de Pereira del Grupo de Gestión de Devoluciones encargada del asunto procedió de conformidad con las normas previstas para la devolución de saldos, en lo que tiene que ver con jurisdicción y competencia, que para el caso del señor Baquero debe ser en la Dirección Seccional de Impuestos y Aduanas de Tunja. 

Que al contribuyente se le explicó que la Declaración de Renta año gravable 2018 objeto de la solicitud, registra en la casilla 12 (Código dirección seccional) el número 20, el cual corresponde a la Dirección Seccional de TUNJA, razón por la cual no se puede dar trámite a lo pedido en la Seccional de Pereira, por lo que se le solicitó a través del correo electrónico que desistiera de la solicitud y procediera a radicarla nuevamente con todos los documentos en la seccional a la que pertenecía al momento de presentar la declaración de renta, en el buzón de la seccional de Tunja: dsia_tunja_devoluciones@dian.gov.co. 

Reconoció, por otro lado, que el accionante allegó los documentos para darle viabilidad a una admisión de la solicitud de devolución, pero el análisis documental de fondo y el término de la administración para decidir, está contemplado en el artículo 855 del Estatuto Tributario, que dispone el término, dentro de los 50 días siguientes a la fecha de la solicitud de devolución presentada oportunamente y en debida forma. 

Seguidamente, citó, entre otros el artículo 1.6.1.21.19 del Decreto 1625 del 11 de octubre de 2016: “Lugar de presentación de solicitud de devolución y/o compensación de saldos a favor. La solicitud se deberá formular ante la Dirección Seccional donde se hubiere presentado la respectiva declaración tributaria”.
De igual manera, hizo alusión a lo estipulado en el artículo 853 del Estatuto Tributario respecto de la competencia funcional para el trámite de devoluciones.
· Sentencia: 

Una vez analizado el contenido fáctico de la solicitud, el Despacho de conocimiento decidió mediante fallo del 31 de agosto de 2020 declarar la improcedencia de la solicitud de amparo constitucional, al concluir que la DIAN, por dar aplicación a los lineamientos relacionados con la jurisdicción y competencia para efectos de la devolución de saldos, no vulneró ningún derecho fundamental del accionante. Además, la tutela no puede ser utilizada como mecanismo alternativo para acceder a lo que el señor Nelson Vicente pretende. 
IMPUGNACIÓN:
Una vez enterado de la decisión de instancia, y encontrándose dentro del término oportuno, el accionante presentó un escrito mediante el cual la impugnó. 
En dicho memorial, el accionante hizo nuevamente un recuento fáctico de lo acontecido en el trámite administrativo adelantado ante la DIAN, y aseguró que sí está ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable debido a que es una persona de 55 años, desempleado, y afectado por la situación económica derivada de la pandemia. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la entidad accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la parte accionante, de manera que deba revocarse el fallo de primer grado, o si por el contrario le asistió razón al Juez A Quo al negar las pretensiones formuladas en la tutela.
· Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Interpretando la Sala los argumentos presentados por el señor Nelson Vicente Baquero Sarmiento en esta ocasión, y entendiendo la informalidad que caracteriza a la acción constitucional de tutela, especialmente porque el aludido ciudadano no formuló una pretensión específica, podemos decir en un inicio que el debate tiene una estrecha relación con la garantía con que contamos todos los ciudadanos de presentar ante las autoridades solicitudes respetuosas y a recibir una respuesta de fondo, clara y congruente; este derecho de tinte fundamental conocido como de petición, es susceptible de amparo en sede de tutela, como pacíficamente lo ha reconocido el Órgano de Cierre en la materia, y se encuentra consagrado en el artículo 23 Superior, el cual establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", posteriormente replicado y complementado en el artículo 13 de la Ley 1437 de 2011, modificada por la Ley 1755 de 2015, lo cual es concordante con el ejercicio de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva. 
En ese orden de ideas, y como lo ha decantado la jurisprudencia, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, que esta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante
, y finalmente que la misma sea efectivamente puesta en conocimiento del reclamante.

Es de anotar que esta garantía al derecho de petición, fue objeto de regulación legislativa, a través de una Ley Estatutaria 1755 de 2015, que lo rige y nos dice, entre otras cosas, lo siguiente:  

“Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.”

“Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente.”

Haciendo gala de lo anterior, y verificando el caso en examen, podemos decir que en esta actuación está plenamente demostrado que el señor Nelson Vicente Baquero Sarmiento presentó ante la DIAN Seccional Pereira una solicitud de devolución de saldos, que entre “ires y venires” fue ADMITIDA mediante el consecutivo Nro. 1839 del 6 de agosto de 2020, con el antecedente de haber requerido al peticionario desde el mes de marzo de 2020, por intermedio de diversos funcionarios, para que corrigiera su formulario RUT, y exigirle para dicha admisión una serie de documentos y certificaciones, como si fuera factible esta opción como solución al yerro presentado en dicho Registro Único Tributario, el cual desde entonces figuraba como correspondiente a la Seccional de Tunja, cuando, según sostuvo el señor Baquero, la realidad es que él siempre ha presentado sus declaraciones en Pereira. 
A pesar de lo anterior, el día 15 de agosto de 2020, una funcionaria de la DIAN, concretamente Erika María Díaz Monsalve, del Grupo de Gestión de Devoluciones, por vía de correo electrónico, en una acción que en sentir de la Colegiatura resulta más bien irregular, le solicitó al accionante que DESISTIERA de su petición, por cuanto al revisar su solicitud, se avizoró que “registra en la casilla 12. Código dirección seccional el número 20, el cual corresponde a la Dirección Seccional de TUNJA, por tal razón no se puede dar trámite en la Seccional de Pereira.”
Para la Sala, el gesto de la funcionaria de la DIAN de ninguna manera se encontró apegado a las normas constitucionales referidas al inicio, y como se sugirió arriba, tiene visos de irregularidad, por cuanto los derechos de petición se caracterizan por ser de carácter unilateral, o sea que obedecen a la voluntad de la persona, por lo que no está muy bien visto que se impulse a quien acude a esta figura, que como ya se dijo tiene rango de derecho fundamental, para desistir de lo pedido, y mucho menos aludiendo una falta de competencia, porque si bien es cierto, existen unas reglas en materia tributaria que hacen alusión a la competencia para resolver determinadas peticiones según el factor de la jurisdicción o territorialidad, no es menos cierto que en esta oportunidad bien pudo la delegada de la DIAN remitir el asunto a la Dependencia encargada en el momento en que verificó que tal decisión le correspondía a la Seccional de Tunja, máxime cuando el interesado llevaba tanto tiempo intentando acceder a sus pretensiones ante esa Instancia, y recibiendo al parecer desde el inicio una mala asesoría; además, estima la Sala que dicha remisión era viable también en aplicación de la norma a la que atinadamente hizo alusión el señor Nelson Vicente, Decreto 019 de 2012, más conocida como Ley Anti-trámites, cuyo objeto es “suprimir o reformar los trámites, procedimientos y regulaciones innecesarios existentes en la Administración Pública, con el fin de facilitar la actividad de las personas naturales y jurídicas ante las autoridades, contribuir a la eficiencia y eficacia de éstas y desarrollar los principios constitucionales que la rigen.”
En ese orden de ideas, y comprendiendo que según la jurisprudencia constitucional
, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante, la Sala estima que sí es plausible acceder a la petición de amparo deprecada por el señor Nelson Vicente Baquero Sarmiento, para lo cual se habrá de revocar la decisión de primera instancia, y en su lugar, se tutelará el derecho fundamental de petición de dicho ciudadano. 

Acorde con lo anterior, se le ordenará a la DIAN a nivel nacional que en el término de 48 horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, le asigne el conocimiento de la petición radicada por el accionante a quien sea competente para ello, para que en los términos de ley se pronuncie de fondo y de manera clara frente a lo pedido, sin importar que esa decisión conceda o niegue las pretensiones formuladas. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira, para en su lugar TUTELAR el derecho fundamental de petición del cual es titular el señor NELSON VICENTE BAQUERO SARMIENTO. 
SEGUNDO: ORDENAR a la DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES DIAN- A NIVEL NACIONAL que en el improrrogable término de 48 horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, le asigne el conocimiento de la petición radicada por el accionante a quien sea competente para ello, para que en los términos de ley se pronuncie de fondo y de manera clara frente a lo pedido, sin importar que esa decisión conceda o niegue las pretensiones formuladas. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
� Corte Constitucional. Sentencia T-361 de 2009. Magistrado ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.


� artículo 13 de la Ley 1437 de 2011, adicionado por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015. 


� artículo 21 de la Ley 1437 de 2011, adicionado por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015.


� Sentencia T-219 de 2001: “… b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.


c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.


d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. (…)”
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